
En tomo al artículo 531 de la Lec 
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1. INTRODUCCIÓN 

Según el artículo 531 de la LEC "en 
caso de ser varios los demandados, de­
berán litigar unidos y bajo una misma 
dirección, si fueran unas mismas ex­
cepciones de que hicieran uso. Si fueran 
distintas, podrán hacerlo separadamen­
te. Pero, si de las contestaciones resul­
tare haberlo hecho uso de unas mismas 
excepciones, el Juez obligará a los que 
se hallen en este caso a que en lo suce­
sivo litiguen unidos y bajo lina misma 
dirección" . El artículo es, sin duda, 
consecuencia directa de la decantación 
histórica que se da en nuestra LEC. No 
puede extrañar que de vez en cuando se 

produzca en la LEC la quiebra de su ya 
maltrecha sistemática originaria tanto 
interna como externa, siendo este cuer­
po legal recopilador de materiales 
heterogéneos y sucesivamente objeto de 
reformas parc iales. El contenido ele este 
artículo es, en su ge nu ino sentido 
etimológico, extravagante a la regu la­
ción sustantiva procesal, siendo más 
extraño además que haya pa ado inad­
vertido al legisJador en la ley 34/1984 
de 6 de agosto, de Reforma urgente de 
la LEC (RULEC). . 

A todo es to el impacto del hecho 
constitucional se deja sentir en este ar­
tículo, pues es contrario al "orden ele 
valores constitucionales" que deben in­
formar tanto la legislación como la in­
terpretación judicial a su servicio para 
asegurar la unid ad de senti do del 
ordenamiento jurídico. La ya abundan­
te jurisprudencia constitucional del arto 
24.1 de la CE no patenti za sin duda su 
inconstitucionalidad como veremos. Por 
todo esto, en cierto modo, este artículo 
es prolOtípico de la problemática que 
aqueja a nuestra legislación procesal 
civil . 

La doctrina le ha prestado poca 
atención a este artículo e). Ha sido con 
la promulgac ión de la Constitución 
cuando se ha advertido u posible 

. A GUSTfN PRTETO M ORERA 

Uni versidad de Córdoba 

e) Lorca indica que: "13 doctnna Inn s610 
contempla el estudio del un. 53 1 LEC 
desde una perspecliva au :;enlC de cual­
quier actilUd crftka y a lo má.s que al ­
canZ:1 , en su estudio, es ¡¡In s610 a llevar 
a cabo una exégesis grmnntical de l mis­
mo (l'u;mdo no su reproducción (jleml) 
¡rrelevame pllm In fin al id::Jd que ahom se 
persigue" (el ¡cx[o cundo se encucmra 
ubicado dentro de un epígrafe ¡itllbdo 
"Encuadre constitucional de l pret.:cplO"). 
Vide A.M . Lorca NavalTele, "La obli · 
gación de liligar un idos y bajo Ulln m iS­
ma dirección Ictmd¡t; el ru1. 531 LEC", 
LA LEY núm. 156 1. 1986; ··Derecho 
Procesnl Org;1nico", 2,' dición. Madnd 
1989. pdgs. 325-327. 

(2) .. . .. debe desaparecer esta norma en 
una próxima rcfonna. sin perjuicio de 
oponerse a su posible aplicación por los 
medios legal ", J. Almagro. V. Gimeno. 
V. Cortés. V. Moreno. "Derecho Proce­
snl. Pal1e General. Proceso Civil ". Tomo 
I (Vol. [). ValenCia 19 O. 5.' edición, 
págs. 296-7. 

(') Vide llora 1. 

(') Vide arts . 227 y 233 de la LEC de 
t855. 

(') J.M. tamesa Navarro, l. Miguel . J. 
Reus "Ley de Enj uiciamiento Civil. co­
memada y explicada" tomo n, M drid 
1856, pág. 104. 

(6) El [érmino para comparecer a con· 
teslar la demanda era común, vide ans. 
227 y 233 de la LEC de 1855. 

(') Art. 225 de la LEC de 1855. CfT. J.M. 
Manresa Navarro, l. Miguel. 1. R u . 
"LEC, comem.d. y explicado", 1856, 
tomo rt . págs. 56-58 y 68-71. 
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(') Ley de 13 de Mayo de 1855. ' UlOIÍ_ 
zando al Gobierno pam que ordene y 
compile las leyes y reglas de Enjuicia. 
miento civil, con sujeción a la bnses que 
se e>prosan (publicada en la LEC de 1855 
yen la GacelA de 17 de mayo de ídem): 

·· .. . Primera. Restablecer en loda Su 
fuerzll las reglas cardinales de los ju;. 
cios. consigntlds en nueslrUS :uuiguas Ic­
'les. introduciendo las formas que I ~ 
cienc ia y la c.Ilpericncia aconsejan, y 
desterrando lodos los abusos introduci . 
dos en In práctica. 

Segunda. Adoptar la medidas más ri­
gurosas parn que en la sustanciación de 
los juicios no haya dilaciones que no sean 
absolutamente necesaria para la defensa 
de los litigames y el acierto de los fallos. 

Tcr~ern , :,rocurar la JTl<tyor cconomfn 
posible ... 

rl Una visión somera de nuestras leyes 
históricas. desde Il1S Panidns hasta la 

ovCsima Recopilación. no mueslra el 
travase casi literal de los diversos 
"tcnnini" a la LEC. solo con una ciena 
¡endenda a ;Iconar los términos. L'l no~ 
vedad mdicn en que lus Pan idas 110 tenlan 
lénnino para comparecer en juicio una 
vel. hecho el emplazamil:ll to, Un repaso 
por las leyes recopiladas nos muestra 
COIllO cra discre ional dicho ténnino, 
frulo de un .. sociedad con unos medios 
de comunicación no tun desarro llados 
C0l110 los actuales (ley l . l iI. 7, Pan. 3; 
ley 12 y SS., lit. 4, lib. 11 . No\'. Rec.). Sin 
embargo en 1:1 práctica se solfa confundir 
con el de conleslación a la demanda que 
ero de nueve días (sino propon(a ames 
algllno excepción diluIOri3 para lo que 
Icnfu un plazo lambién de 9 días). Una 
Vel contestada 13 demanda existía Olra 
plazo de veinte dí,\ para las excepcio­
nes perentorias análogo al dc la LEC. 
Cfr. J.M. Manresa Nnvarro, 1.. Miguel, 
J. Reus "LEC. comentad. y ..... 1856. 
lomo (1 , págs. 70-72. La doctrinn hoy 
dla Cllcucnlrn anacrónica esta dualidad 
de plalos. estc desdoblamienlo en dos 
nctiv idades que puede ser cumplidas en 
una sol ti. Tanto respcclo a la legislación 
comparada COIllO ti la solución dada en 
los Ju icios de Mellor CURm (Il, se adoplll 
el rrám ile más abreviado e iguahncnle 
eficaz de correr traslado de la demanda 
CiUlOdo y emplazando a juicio a quien en 
un solo ncto. y con el escrito de cantes­
lución a la demanda. a la vez que se 
persona y asume el cnrácter de pane 
procesal, conlesta a la dCI1l!tnda. L1 ra· 
zón de esta especialidad en el Mayor 

L.'uanlla 110 es clarame.; lllC JUlIIJl fCaaa. 
Sino es "ñlido para la defensa de los de­
rechos en un proceso. no tiene porque 
dejar de serlo en otro tan sólo por no 
tratarse de cuestiones honoríficas o pre­
tensiones cuyo inlerés supere la cuantía 
de cien millones. La dificultad de un 
proceso en CU llJllO a la cuestión de fondo, 
110 se b:ls:a en la cualllfa de la rec lamación 
sino en la compilación de las cuesriones 
en li ligio. 
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inconsLitucionalidad pues les iona el 
derecho de libre elección de abogado 
que podría generar la indefensión pro­
hibida por el artfculo 24. 1 de la CE. 
Almagro propugna claramenIe su desa­
parición (') y Larca, en un esnldio es­
pecífico, resalta tan LO su dudosa consti­
tucionalidad como las mú ltiples difi­
cuILades de su aplicación práctica e). 

11. ANTECEDENTES LE­
GISLATIVOS 

No es ocioso, para inLerprelar co­
rrectamenle este arLículo, dar un repaso 
a sus antecedenles históricos y legisla­
tivos lal como sugiere el art. 3 del Ce. 
En la LEC de 5 de octubre de 1855 la 
regu lación del plazo de conlestación a 
la demanda se encuentra recogida en 
los arlículos 234 y 235 . Según el artí­
culo 234: "Personado en fomla el de­
mandado, se le mandarán entregar los 
auLaS pru'a que conteste dentro de nue­
ve días". A continuación el arL ícu lo 235 
establece, "En caso de ser varios los 
demandados, se les obligará a que liti­
guen unidos y bajo una misma direc­
ción, si fueran unas mismas excepcio­
nes de que hicieren uso. Si fueran dis­
Lintas, podrán hacerlo separadamenle. 
En este último caso, se otorgará a cada 
uno de ellos, y sucesivamente, el tém1i­
no para contestar". 

Como se observa, el arIo 235 es un 
supuesto especial que modifica el pla­
m nrrlin~rin rle nueve días .Dara con­
les Lar a la demanda que eslablece el art. 
234. Se plantea el caso de que fueran 
varios los demandados y ordena en­
tonces, en su tercer pálTafo, que se 
Olorgue a cada uno de ellos y sucesiva­
mente, el término para contesLar. 
Manresa previene que si los demanda­
dos comparecen sucesivamente a con­
testar a la demanda dentro del plazo 
común que se haya designado ('), el juez 
se reservará mandar la entrega de los 
autos, mientras no transcurra dicho 
ténnino y falte alguno por presemarse 
Leniéndolos por comparecidos. Una vez 
personados Lodos los demandados, 

transcurrido el plazo para la compare­
cencia o habiéndose dec larado rebeldía 
por incomparecencia de algún deman­
dado, mandará entregar los autos a cada 
uno; pero no en una m isma providencia, 
sino sucesivamente, a cuyo fi n señalará 
a cada enLidad o personalidad el térmi­
no de nueve días . El orden que debía 
seguirse entre los demandados era por 
regla general el de la comparecencia, 
aunque si fuese diferente la responsa­
bilidad de ellos, sería el designado en 
la demanda o el que pareciera más ló­
gico (1). La razón de eslOS plazos dife­
rentes para cada demandado, en vez de 
ser común (6), radicaba en que sólo se 
ex igía acompañar a. la demrulda, copia 
en papel común de eSla para proceder a 
la entrega y no copia de los documen­
lOS cuyo traslado se real izaba con los 
aUlaS originales (1) . Sin embargo, en el 
primer párrafo del arL. 235, se preceptúa 
que en caso de ser varios los demanda­
dos y fueren a hacer uso de una mis­
mas excepciones, se les obligará a que 
litiguen unidos y bajo una misma di­
rección. En definitiva ordena en un 
primer momento que el lérmino de 
contestación a la demanda sea común a 
estos demandados pero además a que 
litiguen unidos y bajo una misma di­
rección letrada. La finalidad originari a 
del primer párrafo de este artícu lo, res­
ponde claramente a simplificar el pro­
cedinúento buscando la economía pro­
cesal según cierLas bases de la ley (8). La 
ríg ida separación de los diversos 
"termini '~ caracLerísL icos de nuestra 
tradición procesal romano canónica (9), 
con lleva la nece idad de una conti nua 
adaptación para ev ilar la rigidez y 
anqu ilosamiento del sisLema producido 
por una dilatación ex ce iva de los 
pleiLos debido al continuo abuso en la 
utilización de los medios de defen a con 
sus respectivos "Lennini" ('0). 

Pero el tenor li Leral del artículo tie­
ne un mayor alcance, pues obliga a li ti­
gar unidos y bajo una misma dirección 
en todo el proceso a los demandados 
que hicieran uso de unas mismas ex­
cepciones, lo que conlleva numerosos 
problemas en orden a su aplicación. La 
primera dificu lLad la puso ya de mani-



fieslO Manresa: el juez en principio no 
puede saber si los demandados deben 
litigar unidos pues ignora los medios 
dc defensa que utilirán en la contesta­
ción a la demanda, y si antes de consta­
tar, ob ligase a los demandados a 
constestar unidos, involuntariamente se 
expondría a involucrar dos defen sas 
posiblemente diferentes y que tal vez 
se excluyan ("). Por ello aconsejaba que 
no se decretasen luego el que los de­
mandados contesten unidos a la de­
manda, sino que a la vista de las con­
testaciones, lo acordasen y, en su caso, 
se les obligase a litigar unidos ('2), in­
dicación que como hemos visto deter­
minará la redacción del arto 531 de la 
LEC de 1881. 

Es con la ley de 188 1 , cuando el art. 
531 queda enquistado de manera tan 
extraña en un artículo independiente, 
pues en consonancia con su ley de ba­
ses (' 3) se establece en el artículo 530 
un plazo común para todos los demás 
en el cual deberán contestar a la de­
manda, además los plazos sucesivos 
eran innecesarios al preverse el tralado 
de copias de los documentos tal como 
establecen los artículo 519 y 520 de la 
LEC. La prev isión especial que esta­
bleCÍa el párrafo segundo del arto 530, 
derogado por la RULEC adaptándose a 
la realidad actual (14), es sin duda una 
confirmación de cuanto llevamos dicho. 

La inercia legislativa determinaría 
su conservación en un artículo aparte, 
entendiendo tal vez el legislador que 
evitaría escritos y diligencias inútiles 
('5), sin pensar en las dificultades que 
tracría consigo. Contra la providencia 
que decretase que se li tigase unidos, la 
doctrina (") admitía los recurso de re­
posición y apelación en ambos efectos, 
al amparo del antiguo 384.3 ("), con lo 
cual podía curiosamente convertirse en 
un óbice para la economía procesal. 
Manresa indica que no prohibe la ley 
que cada parte pueda estar representa­
da por su respectivo procurador, pero 
debían de comparecer juntos en un 
mismo escrito y bajo un mismo letrado 
('8). 

m. SUS DIFICULTADES DE 
INTERPRETACIÓN 

La aplicación de este arúculo. como 
hemos dicho, ent raña diver os proble­
mas. En primer lugar, observando en 
conjunto la LEC el entido que tiene el 
término "cxcepción" uti lizado en el ano 
531, es amplí imo, comprensivo de 
cualquier clase de defensa ('9). LORCA 
indica que tal de "excepción" no iem­
prc se incluirla en la paradigmát ica fra­
se del art. 531 "haber hecho uso de unas 
mismas ex cepcione" (20). Montero 
Aroca indica que debe ser interprelado 
en el sent ido de que si los litiscon ortes 
adoptan una mismas líneas de defensa 
han de lil igar unidos y bajo una misma 
dirección, pero podrán hacerlo con 
procurador y let.rado disLintos si man­
tienen posturas diferentes e'). Surgen 
entonces di versas cuesLi ones puc son 
ni tidez nunca ería exactamente igua­
les las líneas de defensa, pudiendo dar­
se variacione ' múltiples en las califica­
ciones jurídicas, en las argumentacio­
nes, en la valoración de los hechos 
impeditivos, extint ivos o excluyentes de 
las excepciones materiales o de fondo; 
dependiendo en definitiva de la va lora­
ción del juez cuando una postura de 
defensa es similar o no, con el riesgo de 
lesionar el derecho. a la defensa 0. , en 
caso de adm itir cualqu ier variación, 
dejar sin contenido este artículo. Por 
otro lado este precep!.O e aviene mal 
con el principio di spositivo (22), má 
aún, si existiendo ventajas de litigar 
unidos, se considera conveniente liti­
garcon un abogado propio (23). A su vez, 
este artículo representa mal la función 
del abogado en el proceso civ il de la 
que sólo recoge una mínima parte: la 
precisión de las alegaciones (24) . En 
cuanto a la exten ión de este anículo, 
no es menos confuso. En un principio 
es un artículo que desp legaría sus efec­
tos en el Juicio de Mayor Cuantía, si 
bien la subordinación impuesta por el 
arto 680 de la LEC al juicio de menor 
cuantía respecto aquel, acon ejarfa 
wmbién su aplicación. Sin embargo, la 
RULEC explícitamente en su expo j­

ción de motivo indica que el juicio de 

(10) Vide nota 4. base primcra. Sobre el 
nbu~o en lo~ l~rminosJud lc i n.les vide J.M. 

nvnrro. 1.. Miguel, 1. Reus "LEC, co­
mentada y ... " 1 856. 101110 1. p.igs. 113· 
5. Sobre el abuso en las ex epcioncs. 
tomo Il . págs. 108- 11 0 Y 116. léng",een 
cuenta al carácter prorrogable de ciertos 
ptaloS 1101110 1. p:lg'. t 13-5 Y lomo !l . 
p~~. 103). 

(") Un cas(J an41 logo ocurría con In::. ex· 
cepclone dilalorins. Se 3drnuran que se 
propusiesen unas después de olras con 
sustanCiaCión scpantda que provocaba 
unll dilaw.ri6n en los ple itos. L.1 ley 9. 
lit. 3. Pan. 3 disponi que el juez podía 
ordenar que 'ie Juntasen las diversa C ~­
cepcioncs maliciosamente in terplle~l as 
que !li in embargo 110 'ie cumplfa por uno 
condcscen ia mal ~ntend ida o por eVitar 
pretextos para alegar indefensi6n. De ahí 
1:1 ley ~x igJ que se alegasen en un mis­
mo escri to y 01 un tiempo (art. 240 de In 
LEC de 1 55). Cfr. J.M. M.nre,a. J. 
Reus. !. Miguel "LEC. cO fll cntnd..'\ y . .. " 
186, lomo t t. pág. 126. 

(11) J.M. Manrc!! n Navarro. J. Reus. 1. 
Miguel "LEC. omelllnd. y ... " 1856, 
10 1110 t. pág. 105. 

(11) " ... 1. Adoptar filfa Iramitacrtm qll~ 
abre\'; la duraru1" de los j /llrios IUnto 
cunmo pcnnllun el Interés de la dc fcn~ 
y el acicno de 1m faJlos. l'S fahlecicndl» (JI 
tfecro reglasfi;as 'j prcuplOl rigumsol 
pom ql4 c "0 st ('O!l.HetlfOn escrito , m 
dIligenCiaS illlíttles; para (/IU~ .<;e obs~r­
l'tm los I¿rmillosjlldicia!t's y senn efi a­
ces los apremios. 810 peml itir en ningún 
c;\So mtl .. de uno. y para que se hagan 
efectivas las multw, dellilignnte que dicre 
lugar a cll a~"; on. 1.1 de la Ley de Bfises 
pnro 13 rcfonna del EnJuici:J.m iento Civil 
de21 dejumode 18 o (Gncem núm. 36. 
de 5 de fcb lero de 18Ml). 

('.) El antiguo nnículo 530.2 estubleda 
distintos phll.OS su e~iI\'Os a lo~ denmn­
d:ldos para conte!'ltar a la dem;mdn en 
con trn pos i c i ~n II In regla general del 
plJ1.o común pa.m todos los demllndndo~ 
si no ~ hubic ~e prc<.:enwdo por el actor 
In copia de rt lgún documelHo que c'(ce­
diese de veint icinco pliegos. Téngnsc en 
cuenla que el anllguo anku lo 5 16.11 
comenfa una CX.cepcl n a la carga de 
aportar copins de los documentos rigi­
nales por cxccder de25 pliegos. Mnnresa 
consideraba excepción de equidad p:lra 
no cargar con gaMOS extraordinarios al 
demandante rea lizando copias de docu­
mentos muy o>..tensos. El legislador con 
muy buen cri tcrio. con~ ide r6 que con 105 
!nademos medio:-i me ánicos de repro­
ducci6n \téngase en cuenta l(lle la LEC 
se publica en una sociedad lodavfa 
amanuense} tales gasl.Os resultaban es­
ca.""as ) d~de luego su exención no 
compensaball la dilmacionc que pro· 
duc(a la emrega de los amos originales o 
la obligación de examinarlos en lo. Se­
cretaria (anículo 531 se justi ficaba mm­
blén de cara a ce Ilomizur gastos; Vide J. 
Manres.1. 1. MIguel. J. Reus. ,oLEC. co­
menlJlda y .. : '. lomo ti , pág. 105). Sobre 
la "rntia Icgis" del régimen de copias 
ide J.M. Manrcsa. L. . M iguel, J. Reus 

"LEC. comentada y . .. ... 1856, lomo n. 
págs. 56-5 ; en este concreto supuesto 
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vid!! J.M. Munrcsa ··Comcntarios ... .. 
1883. lomo Il. p~g<. 553-4. Parn las ll1<). 

dificaciolle5 de estos ~mícu los lras J;¡ 
RULEC. vide Manuel OneJls Ramos y 
Blfll1cfl PflSlor Borgoñon "ans. 516 y 
530": V.V.A.A. "Comenlorios a l. Re. 
fomm de la Ley de EnJuici~U1¡jento Civil" 
1985. págs. 411 -3 y494-8. 

(1') Vidc ilOta 13. 

(10) LM. Munre~a y 'avarro ·'Comenta. 
rios .. ... 1887.10100 rn . pág. 57. 

e') An. 384 "Adcma.!! dc los casos de· 
lemlinados expresamente por la Ley, se 
admiuni.n en ambos efectos las npeJacio. 
nes que.sc interpongan: l. .. 2 ... 3 ... De 
l o~ aulaS y providencias que causen 
perjuicio irreparable en definiliva'·. 

(") J.M. Mnnre~n )' Navarro ·'Cornen¡¡¡. 
rios ... .. 1887. lomo 111. pág. 57. 

(") Cfr. J. Manresa, 1. Miguel, J. Reus, 
"LEC. comentada y .. : ' 1856, tomo 11 , 
págs . 105-7; J. Manrc!ta "Comenta­
rios ..... 1887. lomo 111 . pág. 56. Indica 
clar'dlnente que e refieren 11 las llama­
das excepciones perentoria no a las 
ddntorias pue"i éstas en nuda afeclan a la 
defensa que Cnd¡ l lino pueda utilil.ar. Las 
cims que con tiene de Iluestr<! legislación 
hisI.6ricA también confimu\ un semido 
omnicompresivo de cunlqurer defensa, 
sin necesidad de mulli tud de refercndas 
que se pueden dar en tal senti do. Además 
F. Ramos Méncle7. "Derecho Procesó,1 
Civil" 1990. IOrIIO l. pág. 482 ( ide es­
peciulmcnle la nota 12 donde es recono­
cido por el Tribunal Supremo en la sen­
tencia de 18 de abri l 1979. Amozadt 
1406): J. Moreno Aroca. M. Ortells R,­
mas. J.L. GÓmc7. Colomer "Derecho 
Jurisdiccional. ProcesoCi\'il" 1989, lomo 
11. vol. 1. págs. 180-2: E. Gómez 
Orbanej.il. V. Hcrcc Qucmilda "Derecho 
Proccsnl CiVIl" 1979. vo l. l. pág. 269. 

ro) Una imcrprcwción técnica del con· 
cepto de excepción 'no rc.'iuelve los pro­
blemas como ha Cx.amimldo Lorcn. Vide 
lo!; tfilbajos untes cil;,dos de este autor 
en In nafa primera. 

e l) J. Montero, M. Ondls, J.L. Gómcz 
Colomcr "Derecho Jurisdiccional Pro­
ceso Civil" 1989. tOIllO 11, vo l. 1, p:l.g. 
47. 

(12) Las partes poseen dominio completo 
sobre su derecho sustanlivo como sobre 
los derecho procesnles implícitos en el 
juicio. siendo libres de ejercitarlos o no. 
l'gUlu' r.:s I\'óre oc a\:fc nll~~ u nQ, ut:: 01.:-· 
fenderse en linos puntos y en otros no, 
con unos u otros medios. 

(~) En princi pio les puede imeresar 
también evitar lus di l¡¡taciones inneceS;.1. 
rill5. y :.obre todo economiZilr los gastos 
IUnto de hl representación y asistencia 
IClrada. como de los gastos mnteriales. 
En este sentido la STS de 23 de noviem­
bre de 191 2, indica que si fueren defen· 
didos sep:ui¡dnmenlc, aunque un mismo 
letrndo dcfcndie.rn n dos liti gantes, tiene 
derecho n los honorarios correspondien· 
tes 8 los escritos que redaclaron p.ara cada 
uno y o.clutlciollCS en lJlIe intervinieron .. 
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Menor Cuantí3 "pasa a ser el proceso 
prolol ípico o predominanle'·. Teniendo 
en cuenta el aforismo jurídico de que" 
donde la ley no distingue, no hay que 
hacer di slinción", el artículo 684 no 
puede ser más claro: "Cuando sean dos 
o más demandados deberán conlestar a 
la demanda, junto o separadameme, en 
el plazo de veinte días señalados en el 
artícu lo 68 1, que serán común a to­
dos ... ", como se ve claramente pOles­
lal.ivo. 

IV. HIPÓTESIS POSIBLES 
QUE SUBSUME 

Respecto a los supuestos que abar­
ca, la generalidad del artícu lo indica 
que, siempre que hubiese una plural i­
dad de sujelos procesales en la postura 
de demandado con iguales líneas de 
defensa, se podría obl igar a litigar uni­
dos es). Se tralaría pues de disciplinar 
el régimen de la acti vidad procesal de 
los diversos litigantes en orden a un 
juicio común. La pluralidad de deman­
dados se puede encontrar en multilu'd 
de tlguras procesales de diversa natu­
raleza (26) . Buscando un acuerdo sobre 
el tema el supuesto básico es lo que la 
doclrina denomina liIisconsorcio, sien­
do eSle uno de los temas más proble­
máticos y debatidos, entre otros moti­
vos debido a su falta de regulación le­
gal. La jurisprudencia de los tribunales 
y la doctrina se han encargado de deli­
milar la figura, en donde no existe un 
mínimo de acuerdo, empezando por el 
ml'smo uso y signú'lcao'o o'e I'a pm'aóm 
litiseonsorcio que para una parte de la 
doctrina se ha extralimitado (2'). Inclu­
so una vez llegado al sustralo común 
de la doctrina, el llamado litisconsorcio 
necesario, nos encontramos con una 
gran disparidad de opiniones y confu­
sión (28). No es mi inlención y mucho 
menos el lugar para eXlendenne en es­
lOS lemas. La única inlención es dar una 
somera visión de los supuestos prolo­
típicos en los cuales los demandados, 
pudiendo tener las mismas líneas de 
defensa, no quieren litigiar con otro abo­
gado que el suyo y desde luego cuando 

se quiebra la confianza en el abogado 
dellilÍsconsorle. Los supueslo más ev i­
dentes son los que la doctrina califica 
de inlervención de lereeros (29), donde se 
puede dar sin duda varios demandados 
y con unas mismas líneas de defensa 
frenle al demandame. En primer lugar 
la intervención principal o denominada 
por otros autores excluyen CO). Los in­
lervenidos aquí se encuentran en una 
paradójica situación de litisconsorcio 
freme al interv inienle principal C")· 
Aquí lógicamenle la aCluación de los 
"liticonsortes" es independiente en or­
den a la defensa de sus intereses, aun­
que muchas veces puedan coincidir en 
líneas de defensa, hasla que definit iva­
mente se acuerde la acumulall ión de 
aulaS previa audiencia de las partes (32) . 
ESIa la inlervención adhesiva simple 
donde igualmente pueden surgir dife­
renles inlereses entre estos litiganles una 
vez admitida aquella. La aclividad del 
illlerviniente debe ser libre, con la limi­
lación de no modificar la pretensión 
ejercilada en la demanda Cl). y está la 
intervención lilisconsorcial , en que una 
vez aceplada éSIa, el interviniente asu­
me la condición de parle, en razón a la 
cOlitularidad de la relación jurídico 
malerial deducida en el proceso. Aquí 
igualmente la aClividad procesal de cada 
litisconsorte debe ser libre ("). Dentro 
de esla figura el) con más razón nunca 
debería obligarse a ligitar unidos a los 
liligantes en la postura de demandados 
cuando eSla imervención es provocada, 
en casos de la denominada llamada en 
garantía ( 6) . 

SigrrierruIJ ir GrJ'dS]7, ar l',r ten;m,r 
exisle una pluralidad de litiganle pero 
que aparecen "situados en un mismo 
plano, pero no unidos, sino separados 
(enfrenlados) en su actuación procesal". 
En la adhesión procesal, una pluralidad 
de partes en la que los di versos sujeto 
no se hallan situados en un mismo pla­
no sino que la acnlación de uno apare­
ce subordinada a la de los otros. El litis­
consorcio como un supuesto con una 
pluralidad de partes (o de litiganles) que 
se produce cuando diversos interesa­
dos litiganles "aparecen situados en 11/1 

mismo pla/1o y IInidos en Sil aClllación 

li 
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l' 
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procesal" (lJ). Dentro de esta categoría 
distingue el li tisconsorcio simple, fa­
cultativo o voluntario y elli tisconsorcio 
necesario, cualificado o especial, clasi­
ficación seguida por la mayoría de la 
doctrina. 

En primer lugar anal izaremos el caso 
de un litisconsorcio voluntario. Como 
hemos dicho, cierta doctrina entiende 
que en este supuesto se ha extralimita­
do el uso deltélmino litisconsorcio eS). 
En este supuesto se trataría de una acu­
mulación de pretensiones (Rosemberg 
a quién sigue parcialmente Orbaneja, 
hoy en día Montero) o de una acumu­
lación de acciones al amparo del arl. 
156 LEC (39). El demandante acumula 
sus acciones contra varios demandados 
siempre que aquellas tenga su base en 
un mismo título o causa de pedir. Se 
trataría en definitiva de un procedi ­
miento con varios procesos. De hecho 
en este supuesto se pretende, en base a 
la economía procesal, una unidad de 
trámite. La unidad de sentencia por 
ejemplo, e más formal que real pues 
las diversas cuestiones acumulables 
necesitan un pronunciamiento especí­
fico. Esta plu ral idad de acciones o 
pretensiones con su legit imación 
individualizada respecto a cada una de 
ellas determina claramente la indepen­
dencia de cada litisconsorte y no puede 
darse la representación de unos por otros 
en orden a los actos di spositivos, me­
nos todavía obligarles a litigar unido 
(40). Máxime dada la gran anlplitud del 
arto 156 e') y la adopción esporádica 
por la jurisprudencia del llamado 
li tisconsorcio voluntario impropio (42). 

Fairén apl ica el arto 531 , interpretado 
analógicamente a los casos de litiscon­
sorcio voluntario activo (U). Normal­
mente en e te caso media un acuerdo 
entre lo litisconsortes de acumular us 
pretensiones y se hará innece ario en la 
mayoría de los casos (" ), sin embargo 
cabe un conflicto de interés una vez ini­
ciada la causa, en cuyo caso al separar­
se en sus posiciones deben poder re­
cuperar sus posibilidades de postular y 
defenderse con independencia formal 
de lo demás, mediante petición al juez 
(41). 

Finalmente en el caso de un litis on­
sorcio pasivo nece ario, en virtud de 
una interpretación extensiva del arto 
1 139 CC, e claro que los acto dispo­
sitivos y en general los actos procesa­
les s610 pueden perjudicar a quien lo 
realiza, aunque los actos favo rab les 
pueden extenderse a los demás li6scon­
sortes en vi rtud del objeto de derecho 
material que impone relac iones inescin­
dibles. Así pues no tiene porq ue haber 
una actuación procesa l coordinada, 
pudiendo optar libremente ac titude 
materiales y proce ales independentes, 
y ello upone que cada parte pueda 
comparecer con procurador y letrado 
propio (46). Cierta doctrina entiende que 
el artículo 531 es la única nomla apli­
cable en la LEC al litisconsorcio nece­
sario, como hemos visto huérfano de 
regulación legal (47) . Sin duda ello in­
fluyó en general izar este artÍCulo, den­
tro de la regulación del liti consorcio 
en el Anteproyecto de bases para el 
Código Procesal Civil (48). 

Las hipótesis, en que se impone un 
litisconsorcio pasivo necesario, fueron 
a veces erróne¡unente ampl iadas por el 
Tribunal Supremo (49) . Hoy en día la 
doctrina y la jurisprudencia, con una 
mayor prec isión técnica, restringe es­
tos supuestos; pero aún en éstos se pue­
den encontrar claros upuestos de di­
vergencia de intereses entre 'Iitiscon­
sortes aún con unas mi sma líneas de 
defensa, no pudiéndose obligar a que 
litiguen unido (50) . 

V. DUDOSA CONSTITU­
CIONALIDAD 

Una vez hecha la exégesis de l artí­
culo, vamos a analizar su encuadre en 
el orden cons6tucional que, como es 
sabido, rodea una serie de garantías 
básicas el de envolvi miento del proce­
so civil. La CE señala que todos tienen 
derecho a la defensa y asistencia de le­
trado (1'). Esta garantía incluye que la 
parte tiene derecho a ser interpretada y 
defendida por profe ionale libremente 
elegidos e'). Por otro lado, el arto 53 1 

Mnnresn indica que 1m demruldados ellos 
mismoo; litigarrnn unidos y bajo una mis­
ma direcc ión IClrada. por ser de su inte­
rés aunque In ley no lo mandara. pero 
que puede ocurrir que en ca30~ excep­
CIonales. en que ralten la nnnonfn y la 
buena inteligencia en lo que les imcresa, 
se tuviera que irllerponer lB le para 
obligarlc.s a cl lo. por ser Ulmbién de or· 
den público (1. M:.mresa "Comenta­
rios .. ... 1887. pág.56-57. Está claro que 
el legislndor no ten ia en me.mc la multi­
tud de supueslos que se incluían en este 
artícu lo. 

(") Vide F. Gómcz de Liaño "Abogncr. 
y Proc~so" 1988. págs. 126-8, especiat­
mente la nOta 22. donde cilO n 
CalBmundrei en la comparación de éste 
entre el proceso )' el juego, "en es t\;! jue­
go para vencer. no siempre vence quien 
lleva n\7.6I1. sino a veces quien mejor sabe 
jugar y elegir con Arte en cad" si tuación 
la más fnvorablc de. 13s a ti tildes que 
pueden ser ;ldoptadlU. ", Gómez de Linño 
~ndaque I'juega no sólo elconocimicnlo 
del derecho o;ioo tnll1bién la imeligencia 
en su aplicación, la habilJdad y hasta el 
a7.nr" . 

(2') He huido de liberJdamcnte de hablnr 
de una plurnltdad de partes pues no hay 
unanimidad de criterios. 'e hnbln refi­
riéndose p.e. all it i!)consosrcio necesario 
y al eventual (subdividido este a su vez 
en b~lse a lo Icgitim.1 i6n) de un proceso 
unicocon pluralidad de partC"i (Momero) 
'1 otro !l Ulores refi riéndose a 
Iiti!)consorcio Ilecesario y voluntario 1H1 ~ 
blan de pluralidad de proceso!) (en el 
\'oluntnrio), de un proceso complejo. dc 
una pluralidad de prctenSlones 
(Roscnbertg) , o una lÍnica preten iÓIl con 
arios sujetos. Rcdcnti di!!l in gue p.e. 

entre el fen6meno de la plumhdad de 
partcs. el proceso acumulativo y lo qUe! 
llaman "abbinamcnli di proccssl", Vide 
M. E. I)~v il a Mill tín "Litiscol1 sorcio Ne­
cesario, Concepto trutamic nto proce· 
sal" 1975, págs, 13-6. También vide 
Serra "Intervención de terceros en el 
proceso", Estudios de Derecho Procesal . 
Barce tolt" 1969. pdg .. 223 Y 245. 
Montero Araea "La interve nción 
;ldhc iva simple" 1 72. págs. 227 y ss. 

(26) Sigo In cOllceplu¡¡ li1..ación de la obra 
de MOnlero notes citada "La Interven­
ci n adhes iv3 .. :· y la obra colectiva de 
J. Montero Aroca. M . Ortell ... J. L. 
Gómcz Colomcr "Derecho Jurisdiccio­
nal. Proceso Civil" 1989. lOmo 11 , \'01. 1, 
págs. 43-60. pues a efectos de lu clari­
dad de exposlci6n de la cuest ión la en­
cuentrode la más idónea. Pnrfl In bibl io­
graffn pert inente en cstoS lemas, vide la 
notO bibliográficn al final del C3pítulo 
que es la más común utiIi7..nda. 
Sobre el problema doctrinal los trabajos 
principales en que me be basado son: V. 
Falrén GUlllén "Sobre el litisconsorcio 
en el proceso civir', en R.D, Pri., 1954. 
p~gs. 859 y ss.; Setrd' Concepto y regu­
lación del li liscolIsorci o" R. D. Proc. 
t971. p~gs. 573 y ss.; .. tntervención det 
vencedor en el proceso de evicci6n ": 
"lntervención de terceros en el proce­
so". Estudios de Derecho Procesal 1969: 
1. Montero Aroc¡l. M . Ortclls. J. L. 
Gómez "Derecho Jurisdiccionil l. Proce­
o Civil" 1989. tomo n, \'01. t; M.E. 
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rio" 1975; Cortes "El lililiconsorcio nc· 
cesano y lo jurisprudencia del Tribunal 
Supremo" R.O. !'roe ., 1976: Guasp, 
"Plumlidlld de parte! CI} el Proceso Civil" 
R,D. Pr., 1945 . MI int eré)) por el 
litisconsorc io nació en una magistntl 
onfcrr:ncia de E. G6mez Orb:meja. En 

general recogfa la doclrina italiana en la 
que se basan principalmente las divcrsn 
concepciones "ctuales, especialmente las 
obras de Chiovcnda, PodeHl , Redemi, 
Calall1andrc i. FabbriOl, y Allorio. (vide 
nota bibliográ.fi ca de la obra colectiva 
"I)crechoJurisdiccionul ... ,. págs. 59·60). 
Por Otro lado lénga..,e en cuenen que la 
nClIll'Iulación de aut s pUt!dc ~crv ir para 
corregir defectos en la constitución de 
un Ji lisconsorcio o en la eOlrnda de un 
tercero interesado. en que ya no es po,>i­
ble pon¡ue se ha contestado a la deman­
d!! por el sujeto pasivo del proceso. 
No es ocio~o ci!tlr CStOS casos que pare­
cen obvios, pu~ la 8mplitud: p.c. con 
que el TS cllIendió en ciertos momentos 
el lit isconsorcio necesano, abarcaba su­
pue~tos de los que hoy la d trina en· 
tiende como intervención. 

( 17) Vale Montero. Ortcll s, G6mez 
Co1omer " Derecho Jurisdiccional. .... 
págs. 43-44)' 108-9: F. Ramos Mé ndez 
"Derecho Procc~'1l Civi l" 1990, lomo 1. 
pág. 279-80. 

(l') Recuerdo en una conferencia de 
Emilio GÓmc2. Orbancja que aplic al 
liti sconsorcio necesario la definición del 
filósofo)' matemáLico ingl~ B. Ru sell 
.liobre In. Matemática: "La Malemática es 
una ciencia que no sabemos de que trota 
y si aquello <llIé enseña es verdad", refi· 
riéndo~e ti la'i conclusiones tan dispares, 
a que habCa ll egado Injurisprudcncltl ba· 
stindosc cn diversos postulados y sin 
llegara disünguirscmuchas \'eces dc qué 
se hablaba. Vide principalmente l\'I.E. 
Dtivi la Mill lin "Ellitisconsorcio necesa· 
rio" 1975. p~g • . 46-104: Cortés "El 
li tisconsorcio necesario y la j urispru· 
dencin del Tribunal Supremo", R.O. 
Proc" 1976 págs. 376 y ss.: Serra "Con­
cepto y regu lación del lit isconsorci ,. 
R.O. Proc. 197 1: Montero. Oncl! s. 
Gómcl Colomcr" Derecho J urL~djc ¡o­
nal. . ... p:i~s . 45·6: F. Ramos Méndcz 
"Oerecho Procesal Civil" 1990, tOlIlO ¡, 
pág. 2 4-90. Ho)' dr. l. doctrina si~ue 
mayoritaria mente la concepción "estric­
ta" de ChiovendiJ "S ul 1ilisconsorcio 
necessario" Sagi di diritto processuale 
c ivde. Roma 1930. n. 

(:9) Serro " Intervención de t,ercaos en el 
proceso '"&tudios de Derecho Proces:\I" 
1969: J. Montcro ArOCB. M. OncU , J. 
l G6mn "I)nt"f'ho Jutic:dif'..('in n.'l l 
Proceso Civil" 1989. tomo 11 . vol. 1. págs. 
!34 y 50·53; Montero Aroca "La inter­
vención ndhcsi\'n simple" 1972. obre 
Su aceptación jurisprudencia!, págs. l09 
y ss.: su ca.rncleril<lci611, págs, 189 y ss.: 
F. Romos Méndez "Derecho Procesal 
Civil" 1990. tomo l. pág. 309-323. 

()f)) Es sabido que no contcmpla eSla fi ­
gura la LEC. al comrnrio de OtrtlS legis­
lacioncs como la ilaliana y la alelllana 
exceplo en las lIamlldas lereerías de do· 
minio rcgulndils en los arts. 1532 a 1543 
de la LEC. En nuestro país la posibilidad 
se acoge mediante otrJ demanda dd 
inlcrvinic ll te principal contra Ins dos 
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LEC puede ampararse en el derecho 
también const inlcional a un proceso sin 
dilacione indebidas e'). Luego se 
prod uci ría lo que la hermenéuti ca 
constirucional cal ifica como una coli­
sión de principios y de n0J111aS que debe 
ser so lucionada por un a adec uada 
"ponderac ión ele bienes" (5') particu lar, 
ate ndiendo a los prop ios cril erios 
constilUcionale . 

El único caso explícito en el que el 
TC ha efectuado una "ponderación de 
bienes" análoga fue con referencia al 
arL t l3 de la LEC que contiene un pre­
cepto similar, en concreto la STC 30/ 
1981 , de 24 de julio, decisoria del re­
curso de amparo n. 193/1980. El TC 
indica claramente como la facultad de 
apreciación que el ano I J3 de la LEC 
concede al juez para estab lecer un 
li tiscon orcio necesa rio impropio 
cuando dos o más personas utilicen las 
acciones de un del ito en un mismo pro­
ceso, viene ciertamente a reforzar el 
derecho constitucional a un proceso sin 
di lacione indebidas. Pero que esta fa­
cult ad no debe entenderse como mera­
mente di screcional, pues hay que tener 
presente 011'0 derecho constirucional: el 
derecho a la defensa y a istencia de le­
trado. Así, para que el juez pueda ejer­
citar esa facullad es preciso l/l/a COII ­

vergencia de inrereses e incluso de 
pumas de visla en la orientación de la 
actuación procesal que haga absoluta­
mente inútil la reiteración de di ligen­
cia in tadas o actos realizados por sus 
respectivas representaciones letradas. A 
continuación expone que "En otro caso, 
eS ÍUrlUSO rt:t:üllo¡;t:ryuc:- ~c pruLl'Ul,;lrTd 

una menna del derecho de defensa ante 
los tribunales, que difícilmente se justi ­
ficruía en aras de una economía proce­
a, lógicamente de inferior rango en una 

escala axiológica de los principios pro­
cesales, a la que, por otra parte, puede 
atenderse por medios de meDor tras­
cendencia, como son la valoración en 
cada caso cqncreto de la pertinencia de 
los solicitado por cada una de las partes 
o el otorgamiento de plazos comunes 
para las alegaciones". Más adelante re­
conoce las distintas posiciones y califi­
caciones jurídicas rea lizadas por los 

querellantes y añade "Esta matización 
de interés, con independencia de que 
no ex ista incompati bil idad entre el gru­
po de acusadores paniculares a quienes 
el órgano judicial requirió para un ac­
tuación conjunta, parece suficiente, 
dada la gravedad y l1'ascendencia de los 
hechos enjuiciados, para que, en aten­
ción al prevalente (derecho) respecto al 
derecho a la defensa y asistencia de le­
trado y de acuerdo con el principio de 
proporcionalidad que siempre debe 
observar entre el fi n de interés público 
per eguido y los medios utilizados al 
efeclO, deba exclu irse en la presente 
causa del ejercicio de la facultad pre­
vista en el art. 11 3 de la LEC". Además 
el TC, en diversas ocas iones, ha indica­
do la obligación activa de los tribuna­
les de proscribir la indefensión del arto 
24.1 de la CE por los órganos jurisdic­
cionales. El TC entiende ésta, en un 
sentido de evitar la indefensión mate­
rial efecti va causada por un acto del 
propio órgano jurisdiccional (55). Por 
ello más se aviene esta facultad de con­
tenido formal del juez que sin duda 
puede dañar el derecho a la defensa, 
máx ime cu'ando dispone de otras fa­
cultades para ev itar dilaciones abusivas 
(56). En definiti va, si bien este art ículo 
no está expresamente declarado in­
consti tucional , hay suficiente base le­
gal para que oponerse a su posible apli­
cación. 

Nos resta ver las concordancias. La 
generalidad del contenido del arto 53 1 
se convertía a la postre en insostenible 
en diversos supuestos que sin duda no 
iJULi{dll d.HIpMit~C en Q."C 4rLi\;U.'O. A sf 

el art. 127.3 de la Ley de Arrendamien­
tos Urbanos (LA U) y el art. 126 de la 
Ley de Arrendami entos Rústi cos 
(LAR), donde se pemlile litigar con re­
presentaciones y defensas diferentes a 
los demandados en caso de una acumu­
lación de acciones por el demandante. 
No así en diversos supueslOs donde se 
obliga a litigar unidos y bajo una mis­
ma dirección a todos los que sostengan 
una misma causa: en la oposición a la 
quita y espera (art. 11 50 LEC), en la 
oposición a la declaración del concurso 
(art. 1166 de la LEC), en reclamacio-



nes contra las cuenta de los Síndicos 
(arl. 1244 de la LEC); en la impugna­
ción de diver os acuerdos mayoritario 
de la Junta de acreedores sobre recono­
ci miento de créd itos (an. 1264) y sobre 
la graduación de créditos (art. 1276 de 
la LEC), en la calificación del concur­
so (art. 1299 de la LEC) y sobre el 
acuerdo de al imentos del concursado 
(an. 13 l 6 de la LEC); en el juicio ordi­
nario por inconfo rm idad en el procedi­
miento de adjudicación de bienes en que 
estén llamadas varias personas sin de­
signación de nombres (an. 111 9 de la 
LEC) y en el procedimiento de declara­
ción de herederos abintestado (art. 99 1). 
Sin duda la mejor redacción de estos 
artículos con un lenguaje más preciso y 
técnico, así como el significado anri­
biótico de la palabra causa (51), utiliza­
da en todos estos artículos, junto con el 
carácter de estos supuestos con unas 
"causas petendi" tasadas, hacen difícil 
imaginar una hi pótesi de lesión en la 
defensa en estos casos, cuestión en que 
por otra parte sería apl icable todo lo 
anterionnente expuesto. 

Por último, cabe decir unas palabras 
de "Iege ferenda". El estudio del arto 
531 de la LEC nos ha revelado como el 
engranaje preciso del proceso puede ser 
fácilmente desajustado. Basta una alte­
ración mínima en cualquiera de sus 
elementos. Siguiendo las pautas cons­
titucionales antes mencionadas, con­
vendría una adaptación de diversas 
normas de la LEC en base a aquellas. 
El mismo legislador ha in troducido 
plazos comune en ciertos supuestos 
condicionado por el principio de prefe­
rencia y sumariedad (58). En definitiva se 
trataría de modificar los diversos pla­
zos procesales que la ley establece 
cuando hay que entregar los aUlOS ori­
ginales a cada parte litigante (arts. 669, 
709, 749, 855, 888 ... de la LEC); pla­
zos, como hemos visto, superados por 
la innovación tecnológica a la que se 
debe adaptar la LEC, acorde con la rea­
lidad social del tiempo en que ha de ser 
aplicada (art. 3 del CC). 

partes y pidiendo lo. "acumulación de autOs" por 
identidad de objetos Y coincidencia de sujetos. opera· 
ci6n más costOsa pero más efccl1 8 3 diferencia de In 
regulaci6n alemana donde el intcrvinicnte se encuco· 
Ira el proceso ya iniciado (discUlible para la doctrina. 
vide m abajo Fairen" otas sobre la in tervención ... ·' 
págs. 202 y".). De IIqur IIquet proceso triangular que 
gráficamente alude la doctrinn vide Guasp "Comento· 
riosa la Lcyde EnjuicinmicllIo Civil" I 943. p~gs. 27 1 
y SS .; Fairen "NoUI~ sobre la. intervención pnncipnl en 
el Proceso el,'! I". en Estudios de Derecho Procesal. 
1955: "La Intervención . .. " en "Doctrina General del 
Derecho Procesol" 1990. págs. 3 J 0-6; Serra "Inter­
venci6n de [ereeros en el proceso" fuludios de Ocre· 
cho Procesal. 1959; sobre las hipótesis posibles vide 
J. Montero Aroca M. Onclls. J.L. Gómez "Derecho 
Jurisdiccional. Proceso Civi l" 19 9. tomo 11. vol. J. 
13·1 4; Montero Arocn "La intervención adhesiva 
simple" 1972. sobre su aceptaciónjurbprudencial pág. 
30; F. Ramos Méndt!7 "Derecho Procesal ei iI" 1990, 
lomo 1, p.lg. 314-7. 

el) Por todos Fairén "Doctrina Gcncr'dl del Derecho 
Procesal" 1990. rág. 312. 

(l<) r, Ramos Méndel. "Derecho Procesal Civi l" 1990. 
lomo 1, pág. 316. 

(H) Las hipótesis que recoge In doctrina son a) 13 10· 
tervcnción del subarrendatario en los pleitos seguidos 
por el propiel3rio o arrendador contra el arrendatario 
(STS de 17 de octubre de 1961 , Aranzndi 36(4) b) L1 
intervención de un notario en un proceso que se ¡m· 
pugnabu por defecto de fum13 el testamento (STS 28 
de diciembre 1906) e) La intervención del ascgumdor 
que cubre los daños en el proceso seguido contra un 
ascgur.ldo en reclamación de d.tños y perjuicio. (Hi· 
pótesis recogidas por Serra "Intervención de terceros 
en el proceso" Estudios de Derecho Procesal 1969. 
p~gs. 246 y s .: Montero Aroca ';La intervención 
adhesiva simple" 1972, págs. 109 Y ss.), Vide también 
el tratamiento procesal de 13 figura en F. Ramos 
Méndcl "Derecho Procesal Civi l" 1990. tomo 1, págs. 
321-3: MOnlero Aroca. M. Onell •. J.L. Gómcz "De­
recho Jurisdiccional. Proceso Civi l" 1989. tomo 11, 
vol. J, págs. 52-4. En este supuesto el terce ro puede 
que no sen demandado ~ino que puede entrar como 
demandado si se imroducc en el proceso como pane. 
Par.1 su acogida en el derecho positivo vide J. Almagro, 
V. Gi meno, V. Cortés. V. Moreno. ';Derecho Proce· 
sa l. Parte General. Proceso Civil", Tomo 1 (Vol. 0, 
Valencia 1990, 5.' ediciÓn, pág. 302. 

e") Las hipótes is que de tcnninarfan la en trada co rn o 
pane, produciendo una pluralidad de demandados. son 
la intervenci6rl de los coherederos en el caso del art o 
1085.13 del deudor sol idario que accede al proce~o 
cORlra él no dirigido (en base al arto 11 41 del ce.). El 
trntamienlo procesal e S claro vide F. Ramos Méndcz 
"Derecho Procesnl Civi l" 1990, tomo 1, pág. 320; 
Montero :'\roca. M. Ortclls. J.L. G6mez "Derecho Ju· 
risdiccionaL Proceso Civil" 1989. tomo lI. vo l. 1. p~g. 
50-1. 

e') Sigo ItI clnsificaci6n de R.unos Méndez. Montero 
integra la llamada en garantía dentro de unos supues· 
lOS de intervención provocada freme a los supuestOS 
de intervención espont:1nea que serían las restantes 
fomlas de intervención. Vide F. Ramos Méndez "De· 
rechoProcesal Civi l" 1990. lomo l. pág. 319; Monlero 
Aroca, M. One ll s. J.L. Gómez "Derecho Jurisdiccio· 
nal. Proceso Civil" 1989. lomo n. vol. t. págs. 54-8. 

(.16) Caben aquí todos los supuestos que exista una 
noml3 mn[eria l que establezca una garantía: am . 638 
del Ce. (evicc i6n por dcnocnci6n onerosa); 1529 del 
CC (cesión de crédi tos); t540 del CC. (pennula); 1557 
del ce. (alTendamienlo) y 1681 del Ce. « vicción por 
lo aportado en la SOCiedad) Ó una coobligación: ans. 
1145 del Ce. (obligaciones sol idarias): 1830 y 1839 
del Ce. (fiador demandado); 1837 de l CC. 
(cofiadores). El supuesto es la llamada en garantía en 
la comprove",a (arts. 1480-2 del CC.) cuyas nonnas 
son aplicables analógicamente a los dcmás casos. La 
posición del imervinientc es tá clara. vide F. Ramos 
Méndez "Derecho Procesal Civ il" 1990. tomo 1, pág. 
319; Montero Arocll. M. Onclls. J.L. G6mez "Dere· 
cho Jurisdicc ional. Proceso Civil" 1989. lomo n. vol. 
1, pág. 56-7. 

e') Guasp "Comentarios a la Ley de en· 
juiciamicnto Civil" 1943. págs. 166·271. 

()O) Vide nOIa 27. 

( t9) "Podrán acumularse y cJcrcilltrse si­
multáneamente las accione:-. que uno 
Jenga comrn varios individuos. o varios 
contro uno. ~iempre que nn7.can de un 
mi~mo título O cau~ de ped ir" . 

(.0) V. Fai ré n Guillén "Sobre e l 
li tisconsorr io en el proceso civ il", en 
R.D. Pri .. 1954. pág. 863; Priclo Ca"ro 
"Trabajos y orienlACiones. de. Dcre ha 
Procesa l" t964. pág. 145; ·F. Ramos 
Méndez "Derecho Procesal Civil" 1990, 
tomo l. pág. 282-4. Manresa permi!rn 
litigar sCf'XIrado aun si ~e hubiese decre· 
tado liligar unido. cuando se promovie· 
se alglin incidente que :1. él sólo pudiese 
interesar (l .M. Manresa "Coment3· 
no ...... 1887. págs. 56-7). 

(. L) V. Fai rén Guill én "Sobre e l 
litisconsorcio en e l proceso civil". en 
R.D. Pri .. t954. pág. 60-1. Esuma que 
al lado de la comunidad de la "causa 
petendi'" debelia es tudiarse también la 
comunidad de objeto de la1j nccione c¡. 
pues siendo el objeto li lig ioso común 
pueden existir causas pclcndi di\ler~as. 
Admite además el lit isconsorcio impro· 
pio. Por últ imo cabe deCir que de un 
mismo t(tulo caben diversas cau ¡;¡ as 
petendi. poSibilidad impu~ta por Ir! pro­
pin ley. 

e l) La doctrina csüma como casos de 
litisconsorcio impropio las STS de 29 de 
abri l de 1947 y 11 de febrero de 1966 
(Aronzndi 455) COnLTn ello vide SerTa 
';Conccpto y rcgulaci n posi ti va del 
lilisconsorcio" R.D. Prac .. poi,g. 575. nota 
6. 

(H) V. Fai rén Guill én "So bre el 
lili sconsorcio en el proceso civil", en 
R.O. Pri " 1954. pág. 862. 

e4
) Por cjernplo un .lccidcnte de aU lobús 

con vllrio ~ pasajeros afectados que dc­
m:lIldan n una I(nen de tr:m¡;¡poncs o a 
una compañra de seguros. Se ponen de 
acuerdo lógicamente por el ahorro de 
gus toS HUlIO en reprcsenlilci6n y como 
en la asis l.encia le trad n. adcmás del imc­
rés en la economía procesal puc~ cuanto 
antes se resuelva el juicio antes se recibe 
el importe de 13 indemnizncioncs. 

(.') V. Fai rén Ciu illé n "So bre e l 
litisconsorcio en el proceso civi l", en 
R.D. Pri., 1954. r ág. 963. En esle semi­
do expone: "Las disposicione de otros 
Códigos que pre ¡enen la posibil idad de 
separJ.r los Iitj~ ios reunidos en el proce­
so litisconsoTClIl1 y de(erirlos cada uno a 
un proceso separado, en cuanto a SU cur­
so opten a la economía procesal, sumi­
nislran argumento uquí uul i7..able". 

(") Vide F. Ramos Méndez "Derecho 
Procesal Civi l" 1990, lOmo 1, p~g. 290; 
Monlero Aroca. M. Ortclls. J.L. Gómez 
"Derecho Jurisdiccional . Proceso Civil" 
1989, lOmo rr. vol. 1, pág. 48. En esle 
sentido léngnse en cuenta el con eplo 
que se adopta de parte y por que en este 
supuesto Montero 10 denomina plurali­
dad de panes necessaria ("Derecho Ju· 
risdicciona l ... " págs. t2-3 y 43-44). 
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(H) CfT. F. Ramos M~ndel "Derecho 
Procesal Civil" 1990. (Omo 1. pág. 290: 
Montero Amea. M. Ortel l ... J.L. G mez 
"Derecho Jurisdicciona l. Proceso Civil" 
1989. tomo 11 . vol. l. pdg. 47. 

el') En el Anteproyecfo de Bases para el 
Código Procesal Civil, en la regulación 
dcll itisconsorc:io. despu~ que en la re· 
glll primera regula elliSlisconsorcio va-. 
IlInlaría y en In segunda el necesario. en 
In tercera indica "igualmente se ("5Iable­
ccrá la necesidad de lil igar unidos los 
demandantes o los demandados. cunndo 
rueren unas mismas excepciones que 
ejercilOrán", 

('*9) La ril llO de c laridad de los poslulados 
(v ide un re..sumen claro y simético en 
Romos Méndez '" Derecho Proces!ll Ci· 
vil " 1990, tOmo l. pág. 284-7) de l 
lit isconsort' io necesario hi7.0 de eslc uno 
de los lemas más debat idos docrrinal y 
jurisprudcncialmcllIc. Su falra de regu· 
lación legal hizo que la jurisprudencia. 
ame 1a.1\ nccesidudes prác ticas que dicho 
figura plnn team, fucm quien soluciona­
se Jos diverws problemas. Esto conl levó 
¡¡ su época a una ampliación de su·pues· 
tos que en que se debfn formar un 
li.lisconsorcio. La doctrina adopt6 crilc· 
rl O~ de l lIulmldo lit isconsorc io 
impropiamente necesnrio, que fue fre· 
cuenlemCIlIC seguida por jurisprudencia. 
Redcnli hizo una CIL1..l;ificac.ión de su· 
puestos cuya mera enumeración mues­
tm In diversidad de intereses enlre estos 
pretendidos Iiticonsorlcs: ACIOS de va· 
IUllwd de un eme colectivo; acciones 
subrogD.lorin, revoc.:uoria y declar3li vn de 
simulación; juicios en que se declare la 
existencia de un derecho real cuando éste 
penenece í1 varios tit ulares; caso de jui. 
cios promovidos por uno o algunos cntre 
lo ' varios sujetos de una única re lación 
jurfd icll, paro afirmar. modificar o disol· 
ver In re lac ión misma ent re ellos, y que 
no puede ser modiúc:lda, afinnada o ex· 
tinguida. sino con erectos directos o in· 
medimos pam todos, en este caso espe· 
cinlmente en las nulidades de comí.110S 
que incluyen como litisconsones desde 
el NOLUr io Imsta los herederos en caso de 
nul idnd de tes tame nt o, en juicios 
div isiorios de la cosa común. ctc. Vice 
cspcciahnentc M.E. Dávil'l Millán "El 
litisconsorcio necesario" 1975. págs. 81· 
104 Y 123·62: Conés "El litisconsor<:io 
m;cesnrio y la jurisprudencia dcl Tribunal 
Sup remo" R.D. Proc .. 1976; otTaS hipó­
tesis crr6nenmel1le consideradas de 
li tisconsorcio necesario por el TS vide 
Serra "Concepto y regul ación del 
li lisconsorcio" R.n. Proc. 1971. págs. 
591 y ss. 

(30) Los sup uestos legales admitidos de 
lit iscollsorcio necesario pasivo son los 
casos de ob ligac iones indivisib les (nn. 
j 139 del CC.). ln cesión inconsclltida(¡U1 . 
25 de la LAU). los litigios derivados de 
derechos comunes con tilU laridad man· 
comunidnd. en caso de múllip les. el ter· 
cero que pide la nulidad matrimonial (arl. 
74 del CC) y los casos de dctenll inación 
cont raven ida de filiación matri monial, 
mate rna y pntema (an . 115) en Jos que 
lógicamente habrá. que demandar a los 
dos cónyuges o a los dos prcsun l'Os pro· 
gcnito res respec tiv!lmente. Vide J. 
Almagro. V. Gimcno. V. Cortes, V. 
Moreno. "Derecho ProccSJ I. Parte Ge· 
ncrn l. Proceso Civil" Tomo 1 (Vol. 1), 
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Valencia 1990.5.' edición. págs. 297·301. 
Re peCIO a IDI posible connicto entre los li tisconsones 
en CSlOS dos ultimos supue tos hay que tener en cucn· 
10 que se IrntH.rfa de otro supues to en el que la nulidad 
del matn mOIllQ se demandase por un cónyuge comra 
otro apoyado por un tercero a la filiación matrimonial 
se recJAm~.~ eor el padre o In mlldre en representa· 
clón de l hiJO. En eSIO:' cas s lo que está controve nido 
entre l o~. propios cOlllfaycnt o progenitores es el 
hecho mismo del vrnculo o I!I hecho mismo de la 
fili ación rcspcclivarne~It!. Más cJnro se podrírln dar 
sup uestos de conril lOS de interés ent re los 
lil isc on ~ orte 5 en los liligios sobre derechos con 
~i t~ l ~r.idad rnancom u n nd ~ y en obligaciones 
Indlv lslb l~ (en cnso de connlcto en In determinac ión 
de re ponsabilidad. ano 1150 C .) 

(" ) An. 24.2 CE Y 10.2: art . 6.3 e) CPDH, an. 14.3 b) 
Y d) PIDC: an o 11 y 39 EGA, el. Tiene im ponaacia 
decisivu en la propia cxistencia del EMado de Ocre· 
cho (STC 42/1982 de 5 de julio) y de ah! tambiéa la 
ill~tituci611 de la Justic ia Gratu ita que incluye el nomo 
bramienlo de ofiCIO de abogado y procurador para 
logror el Estndo Social de Derccho(art. 119 y 9.2. 14, 
24. 1. 31.1 . 10.2 de In CE: 6.1.3 e) y 14 CPDH; 3, 26, 
14.1.3. d): 57-60 EGA cte.: 13-50. 17UI y 108 LEC: 
20. 440- 1 LOPJ etc.). Aunque en principio parezca 
que en la CE SI! :c~ern s610 ~I proceso penal. el TC en 
una abundante JUrisprudenCia ha declarado aplicable 
eSla garantín al proceso civi l (por ladas STC 46/1987 
de 21 de abril) dada además In implicaci6n redproca 
de lodas las garantías que se preveen en el desarrollo 
d,1 p.TOCeso civil (STC 89/1985 de 19 de jul io). En 
relnClón con la fnlln de abogado se ha declar.ldo que 
C~IO?8 lugar 3 la in~xistenci a del principio de con tra· 
diCCión dada la destgualdad de las panes prohibidas 
por el .rl. 14 CE. (SSTC 28/ 198 1 de 23 de juaio: 47/ 
1987 de 22 de 3bril). Existe también una abundante 
jurisprudencia consti lucional dada la desigualdad de 
las partes prohibida por el ano 14 CE. (SSTC 28/198 1 
de 23 de junio: 47/1987 de 22 de abril). Existe tamo 
bién un nbundanle jurisprudencia constitucional con 
una problem:'itica específica sobre el alcance de este 
derecho. incluso puede decirse que todas las demás 
garantías constitucionales han de realizarse a través 
de la asistencia letrada: p.e. el derecho a ser informa· 
do de la acusación (STC 141/ 1986 de 12 deaoviem· 
bre). vide. F. Ramos Méndez "Derecho Procesal Cj· 
vil" 1990, tomo 1, pág. 349-50. 

(") SSTC 30/198 1 de 24 de julio: 7/1986 de 21 de 
enc~. La configurac ión de 1;,\ Abogacía como act ivi· 
dad hbcrnJ. sin matiz func ionarial es nOla esencial en 
nuestro sistcmn jurrdico (vide J.M. Martfncz Val "El 
Abogudo: Alma y figura de la Toga" 1955, cap. 11: 
"Abog .. !a y Abogados" 198 1, c.p. 11 y XV). Por ello 
se Viola el ~erecho 3 la asistencia letrada aunque se 
est~ dcrcndLdo por un Ictrado de ofic io cuando se de· 
sea un abogado de propio nombmmiento. La STC 37/ 
1988 de 3 de marzo hizo reformar el an. 876.3 LEC. 
por l. ley 21/1988 para que el declarado pobre o 
insolvenle tuviese la oport unidad de nombrar letrado 
que rornlalice el recurso tras no hacerlo los de oficio y 
el fiscal (videarL. 876.2 LEC). La STC 106/1988de 8 
de jun io indica claramente que la ¡tctividad de l aboga· 
..w..e~Jih lr. Mi.dr.t.·unhi}.p$:r.c ... 1.fI.V.lJlfl:.P.rlr _'\&Jiunirl 
ConcluyenlCmenle la STC 37/ 1988. de 3 de marlO 
(BlC 1988·83. págs. 388-389) pone de relieve de 
acuerdo con ~ I an fc ulo 10.2 de la. C.E. como el TEDIl 
en re lnción con el an . 6.3 del Convenio. garanti za tres 
derecho nJ acusado: a) a defenderse por sí mismo b) a 
dercmJerse mediante asisrcmcia fe/ rada de SIl elecci6n 
c) y en determinadas condiciones, 11 recibir nsislencia 
le trada gra tuit a. Alude al caso Pakelli (STEDH de 25 
de abril de 1983). la opción en favor de una de esas 
l~e~ ~omlas d~ defensa no implica la renuncia o impo. 
slbl lldad de ejercer alguno de los a LTOS derechos siem· 
pre quc sea necesario. Y alude aJ caso Anico por el 
cual el artículo 6.3 del Convenio se refiere a asistencia 
no ¡¡ nombramiento en el senlido que el acusado tiene 
derecho a gozar de asistencia rü nica ejccti\'a, asf 
concluye el TC el derecho a la defensa debe ser inter­
pretado en el mismo sentido que el TEDH. 

(S) EKiste una re iterada jurisprudencia constitucional 
sobre el derecho "a un proceso sin dilataciones inde­
bidas" exponiendo és ta diversos criterios que se han 
de valorar conjuntamente trn c¡,da caso para detenni· 

nar su in fracci6n. por todas "ide STC 139/1990 de 17 
de septiembre. 

(54) Existe una rciter.lda jurisprudencia constitucional 
sobre el derecho "a un proceso sin dilac iones indebi­
das" exponiendo éstn di versos criterios que se han de 
vllJomr conjuntamente en cada caso para dctcnninar 
su infmcción, por lodas vide STC 139/1990 de 17 de 
septiembre. 

("') K. Larellz "Metodologfa de la Ciencia del Dere­
cho" 1980, págs.ll7-41 y 400·9. el"modus opemndi" 
dcl Te en eSte aspecto es claro. vide ex plícitamente 
portados los criterios para la limilación de un derecho 
fundamental por una colisión con OITO en el párra fo 
último de la STC 37/1989 de 15 de febrero. 
En ,,'e aspecto la STC 30/198 1 de 24 de julio expone 
como "la protección de l dcrecho a defensa yasisten­
cia lerrada concurre con el derecho de la pone contra· 
ria n un proceso sin dil ataciones indebidas. el cual 
también merece al adecunda prOlecci6n frente a las 
solicitudes de nombramiento de abogado de oficio, 
que ev idenciándose innecesarias pam una mayor efi· 
cac ia de la defensa. pueden ser fom1Uladas con el ex· 
c1usivo propósito de dilatar la duración anormal de l 
proceso y pmlongar así una situaci6n jurídica. cuyo 
mantenimiento se revela desde el mismo momento de 
la iniciación del proceso difícilmente sosten ible". 

(.1.l ) Doctrina común del Te. En concrelo referido a la 
nsistencia letrada: la falta de elección de abogado debe 
ser detenninnnte de In indefensión (STC 163/1990 de 
22 de oc tubre) produciendo una indefe nsión que ha de 
ser material (STC 161/1985 de 28 de noviembre). no 
producida por quiea la alega (STC 194/1987 de 9 de 
diciembre), debida a la pasividad del órg:mo jurisdic· 
cional (29/1984 de 29 de febrero). 
Por otro lado cabe la indefensión por no resolver 
siempre sobre las pretensiones que se les formulen y 
que no podrán desestimar por motivos rormales salvo 
que el defecto fuese insubsanable o no se subsanase 
por el procedi miento establecido en Ins leyes (an. 11.3 
LOP1). A este respecto la STC 163/1990 de 22 de 
octubre indica que "la decisión, en un solo aclO, de 
dos pretens iones distintas resulta seguramente censu· 
rabIe cuando no se han acumulado prev iamente las 
disl intas acusaciones o no están conectadas entre sí 
las prelCnsiones. En el presente caso es evidente que 
la decisión de resolver conjuntamente ambas prcten· 
siones tienc un fu ndamento legal muy sólido en el ano 
~81 de la LEC, que no podfa ser desatendido por el 
Juel.. Cuando la resolUCión de diversas pretensiones 
ha de hace rse conjuntamente por minislCrio de la Ley. 
no es necesario que el juez advierta de ello prev ia· 
mente ti las partes". OtTaS se ntencias, SSTC 155/1988. 
31/1989. 

(") Vide p.e. ano 11.1 y 2 de la LOP! obliga a las 
panes a que respclcn las reglas de la buena re y que 
los tribunales rechacen las peticiones, incidentes y ex· 
cepciones que se form ulen con manifiesto abuso de 
derecho o entralien fraude de ley o procesal. 

(11) La palobra causa tiene una honda tradición en el 
De[ccho Procesal. .DeSU!03 al .nroccs.o derivado su 
sentido de la cuesti6n material o de fondo en las fuen· 
tes romanas clásicas y biznntinas. Más tarde se fue 
reservando en la práctica al proceso penal en oposi· 
ción al pleito que sería el proceso civ il. El diccionario 
de la Real Academia Española de la Lengua contiene 
numerosas acepc iones. Las que sin duda uti lizan estos 
anículos ~riaJl : la que consid~rJ causa como ';empre­
sa o doctnna en que se toma In terés o pan ido", ade· 
más hay que leneren cuenta laque se reficre a "motivo 
o razón de obrar" y lógicamente la acepc ión de causa 
como "proceso criminal que se instruye de oficio o a 
instancia de pane". 

(>A) An. 13. 1 de la LOP1DF donde establece que el 
plazo de contestación a In demanda será comun para 
todos los demandados e intcrv inienles; no se aplica 
por tanto las reglas de plazos sucesivos si fueren va· 
nas las panes ligitantes. previstas en el párrafo 2 del 
anrculo 749. Como se vc, al trami tarse estas reclama­
ciones por el procedimiento de los incidente, el legis­
lador debe adaptarlos. 
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